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DERECHOS AL TRABAJO, VIDA DIGNA, MÍNIMO VITAL, SALUD, IGUALDAD Y ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA / REINCORPORACIÓN AL SERVICIO. “[N]o obstante que la entidad dispuso el retiro del soldado RESTREPO RESTREPO por haberse establecido una pérdida de su capacidad laboral, de conformidad con la jurisprudencia constitucional aludida en precedencia es evidente que el mismo requiere de una protección especial habida cuenta de los padecimientos que-se itera- fueron adquiridos durante su actividad militar, máxime que tanto él como su cónyuge y su hijo menor de edad se encuentran desprotegidos por cuanto su despido les imposibilita acceder a los servicios médicos que le brindaba la institución militar, aunado al hecho de que carece de los recursos económicos necesarios para velar por el sostenimiento de su núcleo familiar. En ese orden de ideas y como quiera que a juicio de esta Corporación el Ejército Nacional quebrantó los derechos fundamentales del soldado profesional ÉDGAR JULIÁN RESTREPO RESTREPO, con soporte en las jurisprudencias a las que se hizo alusión en precedencia se inaplicará por inconstitucionalidad el artículo 10 del Decreto 1793 de 2000, el cual consagra como  causal de retiro del Ejército Nacional la disminución de la capacidad laboral, dado que de lo contrario se continuaría con la vulneración de las garantías esenciales en cabeza del actor. Como consecuencia de ello, se ampararán los derechos fundamentales al trabajo, vida digna, mínimo vital, salud, igualdad, y estabilidad laboral reforzada del accionante; y, por tanto, se le ordenará al Comandante de Personal del Ejército Nacional, en cabeza del Brigadier General CARLOS IVÁN MORENO OJEDA y/o quien haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente decisión proceda a reincorporar al soldado profesional ÉDGAR JULIÁN RESTREPO RESTREPO al servicio militar, más concretamente a la unidad militar en la que prestaba sus labores hasta el momento del retiro (…)”.
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Pereira, quince (15) de marzo de dos mil diecisiete (2017)

                                                                  Acta de Aprobación No. 237
                                                 Hora: 3:40 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor ÉDGAR JULIÁN RESTREPO RESTREPO, mediante apoderado judicial, en contra del Ejército Nacional, Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo” de Pereira, al considerar vulnerados los derechos fundamentales al trabajo, la vida digna, mínimo vital, estabilidad laboral reforzada y seguridad social.

2.- SOLICITUD 
El escrito de tutela presentado por el apoderado del señor RESTREPO RESTREPO, se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) prestó su servicio militar obligatorio en el año 2006 y en octubre 31 de 2007 se incorporó como soldado profesional, donde se desempeñó en áreas de orden público, como orgánico del Batallón de Artillería N° 8 “San Mateo” de Pereira; (ii) cuenta con habilidades y destrezas para trabajar en actividades en beneficio de la fuerza pues es acreditado en curso de formación en estuco y pintura, curso EXDE y seminario en equipos de prevención; (iii) en el Batallón realizaba requisa en la guardia y demás labores administrativas que se le ordenaban; (iv) en abril 21 de 2016 con Acta de Junta Médica Laboral 86079 fue valorado por la Dirección de Sanidad Militar donde dictaminaron “incapacidad permanente parcial”, por ende “no apto” y que “no se recomienda reubicación laboral”, decisión que confirmó el Tribunal de Revisión Militar; (v) en octubre 30 de 2016 el Ejército Nacional emite la Orden Administrativa de Personal N° 2335 donde lo retiran del servicio por la causal “disminución de la capacidad psicofísica”, la cual se le notificó en noviembre 24 de 2015 -entiéndase 2016-; (vi) con la desvinculación se quedó sin asistencia médica, pues el porcentaje de merma de la capacidad de trabajo no le alcanza para obtener su pensión de invalidez y además su tratamiento médico quedó suspendido, pese a que fueron secuelas adquiridas durante la prestación del servicio, con lo cual quedó desprotegido; (vii) cuenta con su núcleo familiar compuesto por su esposa y un hijo que dependen económicamente de él, quienes igualmente quedaron sin salud y carecen de otro medio económico para su subsistencia para sus necesidades básicas; (ix) las secuelas que obtuvo como soldado le han dejado limitaciones por lo cual no será empleado por ninguna entidad privada o pública, pero en el Ejército con las habilidades que posee puede desempeñar un cargo o tarea acorde, máxime que en la institución existen muchas actividades donde puede ser empleado, como lo sería en la guardia, en requisar como lo hizo hasta el día de su retiro, en archivo, instrucción o en cualquiera otra labor administrativa para lo cual no tiene limitación; (x) nunca ha sido investigado y siempre ha cumplido con sus funciones; (xi) con la actuación del ejército se han vulnerado derechos fundamentales del actor, al no haber considerado la situación particular del soldado, quien tiene habilidades para ejercer otros cargos, siendo para él una gran satisfacción poder continuar en el ejército; (xii) es necesario que se evite la comisión de un perjuicio irremediable pues sin la remuneración que percibía, se afecta todo su núcleo familiar, pues se han quedado sin atención médica y el accionante aun se encuentra en tratamiento a raíz de las secuelas que adquirió durante el servicio, por lo cual al no ser reintegrado se continuaría con la trasgresión de sus derechos fundamentales, al ser un sujeto de especial protección constitucional, dado su estado de indefensión; y (xiii) hace relación a diversos fallos similares que han amparado derechos a personas que se encontraban en igual condición a la suya.

Pide en consecuencia se protejan sus derechos fundamentales y  se ordene al Ejército Nacional, Batallón de Artillería San Mateo de Pereira que lo reintegre de inmediato donde pueda prestar sus servicios, de acuerdo a sus capacidades, habilidades y destrezas e igualmente se le paguen los salarios y prestaciones al ser la única fuente de subsistencia del actor y su familia Estima que con la negativa de la Dirección de Sanidad Militar para que la Junta Médica realice los conceptos se le niega la posibilidad que el Ejército le brinde el tratamiento requerido, con lo cual se vulneran sus derechos fundamentales.
3.- CONTESTACIÓN

El despacho corrió traslado de la acción de tutela al Comandante del Ejército Nacional y del Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo” de Pereira y dispuso vincular a la Junta Médico Laboral N° 86079, al Tribunal Médico Laboral y al Comandante de Personal del Ejército Nacional de dicha institución castrense.

Al respecto solo se pronunció el Comandante del Batallón San Mateo, quien solicita la desvinculación del trámite, pues las pretensiones que reclama el accionante son funciones que no corresponden a dicho Comando sino al de Personal del Ejército, que debe ser atado a este asunto, máxime que el actor cuenta con otras acciones legales o medios de protección judicial para procurar la protección de sus derechos. Agrega que la demanda no cumple con ninguna de las exigencias legales para que sea declarada como procedente la acción constitucional.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por el actor.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde a esta Colegiatura determinar si en el caso puesto en consideración se han vulnerado los derechos fundamentales del señor ÉDGAR JULIÁN RESTREPO RESTREPO, y si es procedente la protección de los mismos en los términos que se invocan en el escrito de tutela.

5.2.- Solución a la controversia
La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la acción de tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial
, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, como así lo ha decantado la Corte Constitucional
.

En el presente asunto se tiene que el ciudadano ÉDGAR JULIÁN RESTREPO acudió ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales, porque a raíz de la decisión adoptada por la Junta Médico Laboral y ratificada por el Tribunal de Revisión Militar que lo encontró como no apto para continuar al servicio de la institución, se emitió acto administrativo por medio de la cual se retiró de la institución castrense, pese a que las patologías que ostenta fueron ocasionadas en desarrollo de su actividad militar, cuyo tratamiento no ha concluido y sin darle la oportunidad de ser reubicado laboralmente, no obstante que cuenta con destrezas que le permitirían continuar sus labores en la unidad militar donde trabajaba.

El régimen de retiro de los soldados profesionales, se encuentra regulado en el Decreto 1793 del 200
, en los artículos 7, 8 y 10 del referido decreto, los cuales consignan lo siguiente:

“Artículo 7. Retiro. Es el acto mediante el cual el Comandante de la Fuerza respectiva, dispone la cesación del servicio de los soldados profesionales.

Artículo 8. Clasificación. El retiro del servicio activo de los soldados profesionales, según su forma y causales, se clasifica así:

a. Retiro temporal con pase a la reserva

1. Por solicitud propia.

2. Por disminución de la capacidad psicofísica.

b. Retiro absoluto

1. Por inasistencia al servicio por más de diez (10) días consecutivos sin causa justificada.

2. Por decisión del Comandante de la Fuerza.

3. Por incapacidad absoluta y permanente o gran invalidez.

4. Por condena judicial.

5. Por tener derecho a pensión.

6. Por llegar a la edad de 45 años.

7. Por presentar documentos falsos, o faltar a la verdad en los datos suministrados al momento de su ingreso.

8. Por acumulación de sanciones.

(…)

Artículo 10. Retiro por disminución de la capacidad psicofísica. El soldado profesional que no reúna las condiciones de capacidad y aptitud psicofísica determinadas por las disposiciones legales vigentes, podrá ser retirado del servicio.” –negrillas fuera de texto-
De lo anterior, más concretamente del artículo 10 del referido Decreto se desprende que el soldado que no reúna las condiciones de capacidad y aptitud psicofísica determinadas por las disposiciones legales vigentes, podrá ser retirado del servicio. 
Como bien lo refirió el actor en su escrito de tutela, han sido muchos los pronunciamentos del Tribunal Constitucional que han protegido los derechos fundamentales de quienes en similar situación a la de él han sido desvinculados del Ejército Nacional, lo cual les ha conllevado la vulneración de sus garantías fundamentales, así como las de su núcleo familiar, en tanto a raíz de su disminución física para laborar son considerados como sujetos de especial protección constitucional. 
En efecto, diversas sentencias en casos similares al que ahora es objeto de estudio, han protegido los derechos fundamentales de los soldados profesionales que como el hoy accionante fueron desvinculados de la Fuerza Pública amén de su merma en la capacidad psicofísica.

Concretamente en la Sentencia T-218 de 2016, se hizo un recuento de aquellas jurisprudencias que ha adoptado la Alta Corporación Constitucional y que se estima de importancia traer a colación por su íntima relación con el asunto que ahora se debate. Obsérvese:

“46. En el año 2010, la Sala Séptima de Revisión de Tutelas de esta Corporación profirió la sentencia T-503
 de ese año, en la cual estudió el caso de un ex soldado profesional que fue retirado del Ejército Nacional por haber sido calificado con una pérdida de capacidad laboral del 28.25% y haber sido clasificado como no apto para la prestación del servicio. En esa oportunidad la Sala tuteló los derechos fundamentales del actor inaplicando por inconstitucional el artículo 10 del Decreto 1793 del 2000. Sobre el particular argumentó que es deber del Estado proteger a las personas que sufren una disminución de sus aptitudes psicofísicas por la prestación del servicio y reconoció el derecho a la estabilidad laboral reforzada.

47. De manera posterior, la Sala Quinta de Revisión expidió la sentencia T-081 de 2011
, a través de la cual, conoció el caso de un ex soldado que fue calificado por la autoridad médica competente con un porcentaje de disminución de capacidad laboral del 32.57% y clasificado como no apto para la prestación del servicio. La Sala decidió tutelar los derechos fundamentales inaplicando el artículo 10 del Decreto 1793 del 2000 por considerar que de lo contrario se estaría frente a una flagrante vulneración de los preceptos contenidos en la Constitución Política de 1991 y procedió a ordenar el reintegro del accionante.

48. En el año 2012, esta Corte profirió la sentencia T-459 de 2012
 en la cual estudió el caso de otro ex soldado profesional que tuvo un accidente mientras patrullaba y, como consecuencia, sufrió una fractura en uno de sus brazos, refirió que durante el proceso de recuperación se desempeñó en distintas actividades. Sin embargo, fue calificado por las autoridades médicas competentes con un 15% de pérdida de capacidad laboral con clasificación no apto para el servicio, razón por la cual, fue retirado. En esta oportunidad, la Sala Quinta de Revisión nuevamente inaplicó por inconstitucional el artículo 10 del Decreto 1793 del 2000 y, por consiguiente, tuteló los derechos fundamentales del actor, ordenando su reintegro inmediato a la institución.

49. Posteriormente, la Sala Novena de Revisión de esta Corporación se pronunció en la sentencia T-843 de 2013
 sobre la situación de un ex soldado profesional que tuvo una caída mientras realizaba entrenamiento, razón por la cual, fue expedido un informe administrativo de lesiones, con el cual se convocó una junta médico laboral que lo calificó con el 46.10% de pérdida de capacidad laboral  y clasificación no apto para el servicio, refiere que durante el tiempo que duró el procedimiento administrativo se desempeñó en otras funciones en el Ejército Nacional, sin embargo, fue retirado del servicio. Al respecto, la Sala decidió tutelar los derechos fundamentales invocados y, por lo tanto, inaplicó por inconstitucional el artículo 10 del Decreto 1793 del 2000.

50. En el año 2014, la Sala Séptima de Revisión profirió la sentencia T-382 de 2014
, providencia a través de la cual conoció el caso de un ex soldado que debido a una serie de patologías le fue convocada Junta Médico Laboral, la que le dictaminó un porcentaje de pérdida de capacidad laboral de 46.12%, porcentaje ratificado por el Tribunal Médico de Revisión Militar y/o de Policía, situación por la cual, fue desvinculado de la institución. Sobre el tema, la Sala decidió seguir el precedente jurisprudencia sobre la materia y, como consecuencia, inaplicó por inconstitucional el artículo 10 del Decreto 1793 del 2000, por lo cual tuteló los derechos fundamentales invocados y ordenó el reintegro del accionante al Ejército Nacional.”
Precisamente en esa decisión se indicó también por la H. Corte Constitucional, que aunque existen unas normas que permiten al Ejército Nacional válidamente retirar a sus miembros cuando éstos presentan una disminución de capacidad psicofísica, esa Corporación ha decidido inaplicar por inconstitucionales las normas que atribuyen dicha competencia, ya que en algunos casos su aplicación puede acarrear la vulneración de derechos fundamentales, y hay lugar a dar prevalencia al principio de estabilidad laboral reforzada en el caso de los miembros de la Fuerza Pública que se encuentren en debilidad manifiesta.
Como vemos, ya existe una línea jurisprudencial ampliamente consolidada en procura de propender por la protección de los derechos de los soldados profesionales desvinculados, en particular cuando por parte de la Junta Médico Laboral se efectúa una valoración que determina la no aptitud para continuar en el servicio activo, sin recomendar la reubicación laboral.
En el presente evento, se observa que en efecto en abril 21 de 2016 mediante Acta de Junta Médico Laboral N° 86079, el soldado profesional ÉDGAR JULIÁN RESTREPO fue valorado y se le dictaminó una “incapacidad permanente parcial” por lo cual, al no ser “apto”, no se recomendó su reubicación laboral, en tanto se le estableció una pérdida de la capacidad para trabajar del 25.88%, dictamen éste que fue objeto de recurso y que confirmó en su integridad el Tribunal de Revisión Militar. Todo lo dicho según lo indicó el afectado ya que de ello no se aportó copia al dossier.

Tal situación conllevó a que el Comando de Personal del Ejército Nacional mediante Orden Administrativa N° 2335 de octubre 14 de 2016 dispusiera su retiro del servicio por disminución de la capacidad psicofísica, misma que le fuera notificada en noviembre 24 de 2016, y por ende fue desvinculado de la institución castrense.

Como se puede apreciar del Acta de la Junta Médica, las patologías que padece el actor hacen referencia a: (i) miopía patológica que se corrige por medios ópticos; (ii) Artrosis de rodilla izquierda, que aunque se ha tratado le ha dejado como secuela una Gonalgia crónica; (iii) Leishmaniasis cutánea que le ha dejado como secuelas una cicatriz en “economía corporal” con leve defecto estético, sin limitación funcional; y (iv) exposición crónica a ruido, que le ha dejado como secuela una hipoacusia izquierda. Y éstas, sin duda alguna, fueron adquiridas en ejercicio de su actividad como soldado profesional, ya que de lo contrario no hubiera podido ingresar a la fuerza armada.

A raíz del acto administrativo de retiro, aduce el señor ÉDGAR JULIÁN RESTREPO RESTREPO que ha quedado desprotegido, en tanto lo que devengaba como soldado profesional eran los únicos recursos con los que contaban para el sostenimiento de su núcleo familiar, conformado por su cónyuge y un hijo menor de edad, mismos que tampoco cuentan con los servicios médicos, no obstante que como se vio, las patologías que sufrió el actor fueron al parecer a consecuencia de los años de trabajo en el Ejército Nacional.

Igualmente es evidente que la disminución de la capacidad laboral que le fue otorgada al SLP ÉDGAR JULIÁN RESTREPO RESTREPO no le permitirá acceder a una pensión de invalidez, con la cual pueda solventar sus necesidades básicas y las de su familia, y mucho menos tendrá la posibilidad de sufragar los gastos que demanda el tratamiento médico que se le prestaba y que quedó suspendido con su desvinculación.

En desarrollo del ejercicio de contradicción que en sede de tutela se presentó, sólo se conoció la manifestación del Comandante del Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo”, quien se limitó a indicar que las situaciones referidas por el actor no eran de su competencia, sino del Comando de Personal, entidad que aunque fue vinculada al trámite guardó absoluto silencio y por ende de conformidad con lo reglado en el art. 20 de la Ley 25912/91, se tendrán por ciertos los hechos aludidos por el accionante, pues ninguno de ellos fue desvirtuado por el único funcionario del Ejército que se pronunció en este asunto.

Como quiera entonces que no obstante que la entidad dispuso el retiro del soldado RESTREPO RESTREPO por haberse establecido una pérdida de su capacidad laboral, de conformidad con la jurisprudencia constitucional aludida en precedencia es evidente que el mismo requiere de una protección especial habida cuenta de los padecimientos que-se itera- fueron adquiridos durante su actividad militar, máxime que tanto él como su cónyuge y su hijo menor de edad se encuentran desprotegidos por cuanto su despido les imposibilita acceder a los servicios médicos que le brindaba la institución militar, aunado al hecho de que carece de los recursos económicos necesarios para velar por el sostenimiento de su núcleo familiar.

En ese orden de ideas y como quiera que a juicio de esta Corporación el Ejército Nacional quebrantó los derechos fundamentales del soldado profesional ÉDGAR JULIÁN RESTREPO RESTREPO, con soporte en las jurisprudencias a las que se hizo alusión en precedencia se inaplicará por inconstitucionalidad el artículo 10 del Decreto 1793 de 2000, el cual consagra como  causal de retiro del Ejército Nacional la disminución de la capacidad laboral, dado que de lo contrario se continuaría con la vulneración de las garantías esenciales en cabeza del actor.

Como consecuencia de ello, se ampararán los derechos fundamentales al trabajo, vida digna, mínimo vital, salud, igualdad, y estabilidad laboral reforzada del accionante; y, por tanto, se le ordenará al Comandante de Personal del Ejército Nacional, en cabeza del Brigadier General CARLOS IVÁN MORENO OJEDA y/o quien haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente decisión proceda a reincorporar al soldado profesional ÉDGAR JULIÁN RESTREPO RESTREPO al servicio militar, más concretamente a la unidad militar en la que prestaba sus labores hasta el momento del retiro, esto es, el Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo” de Pereira, donde su Comandante deberá reubicarlo en la misma actividad que desempeñaba al instante de su desvinculación o en una donde pueda ejercer las habilidades y destrezas que aún posee.
Finalmente y como quiera que el apoderado del accionante solicita que igualmente se ordene el pago de los salarios y prestaciones -se entiende que son aquellas que dejó de percibir por el lapso que estuvo separado del cargo-, al respecto la Sala considera que dicha petición es improcedente, por cuanto para ello debe acudir a las vías judiciales ordinarias con miras a que el Ejército Nacional le reconozca los valores que dejó de recibir desde su retiro, si a ello hubiere lugar, máxime que la acción constitucional, como mecanismo subsidiario y residual, no puede ser utilizado para el cobro de acreencias económicas, en cuanto para ello el ordenamiento jurídico establece los procedimientos ordinarios.

ANOTACIÓN  FINAL

La decisión adoptada por esta Corporación se hace de manera definitiva en aplicación de la línea jurisprudencial de la H. Corte Constitucional a la que se hizo alusión en la parte motiva de este proveído, en tanto de emitirse una orden provisional para que el actor demande el acto administrativo que lo separó del cargo –como lo sugiere el magistrado Dr. Manuel Yarzagaray en su aclaración de voto-, podría resultar contraria a sus intereses porque el debate será eminentemente legal y no constitucional, toda vez que para ello el Ejército Nacional dio aplicación a una norma que se encuentra vigente, y que por ende podría conllevar a que el Juez de lo Contencioso Administrativo negara las pretensiones del actor con la consiguiente injusticia en el caso concreto. Lo dicho, en consideración a que la determinación por vía de tutela tiene su razón de ser en la inaplicación precisamente de esa norma por inconstitucionalidad y en aras de salvaguardar los derechos fundamentales afectados en la persona del actor; postura que debe ser acogida por este Tribunal, tal cual así se hizo.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELAN los derechos fundamentales al trabajo, vida digna, mínimo vital, salud, igualdad y estabilidad laboral reforzada de los que es titular el señor ÉDGAR JULIÁN RESTREPO RESTREPO.

SEGUNDO: SE ORDENA al Comandante de Personal del Ejército Nacional, en cabeza del Brigadier General CARLOS IVÁN MORENO OJEDA y/o quien haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente decisión, proceda a reincorporar al soldado profesional ÉDGAR JULIÁN RESTREPO RESTREPO al servicio militar, más concretamente a la unidad militar en la que se prestaba sus labores hasta el momento del retiro, esto es, el Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo” de Pereira.

TERCERO: Como consecuencia de lo anterior, se ORDENA al Comandante del Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo” que deberá reubicar al soldado profesional ÉDGAR JULIÁN RESTREPO RESTREPO en la misma actividad que desempeñaba al instante de su desvinculación o en una donde pueda ejercer las habilidades y destrezas que posee.

CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

-con aclaración de voto-

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� La Corte Constitucional en  Sentencia T-629 de 2008, señaló: […]No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]”


� Corte Constitucional Sentencia T-313 de 2005. 


� “Por el cual se expide el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares”.


� T-503 de 2010, (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).


� T-081 de 2011, (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio).


� T-459 de 2012, (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio).


� T-848 de 2013, (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva).


� T-382 de 2014, (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).
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